
            RESOLUCIÓN N.° 1154-2007-TC-S1 


Sumilla: 
 Corresponde imponer sanción administrativa a los postores que presenten, ante las Entidades, documentación falsa o inexacta en los procesos de selección y/o durante la ejecución de los contratos que celebre con el Estado.
                             Lima, 20 de agosto de 2007
Visto, en sesión de fecha 9 de julio de 2007 de la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N.° 1804/2006.TC sobre la aplicación de sanción iniciada al señor José Agustín Silva García, por supuesta responsabilidad en la presentación de documentación falsa y/o inexacta, durante la Adjudicación Directa Selectiva N.° 090-2005/INDECI/DNL/12.0 convocado por el Instituto Nacional de Defensa para contratar el “Servicio de coordinador del área de transporte”; y atendiendo a los siguientes: 

ANTECEDENTES

1. El 2 de diciembre de 2005, el Instituto Nacional de Defensa Civil (INDECI), en lo sucesivo la Entidad, convocó a la Adjudicación Directa Selectiva N.° 090-2005/INDECI/DNL/12.0 para contratar el “Servicio de coordinador del área de transporte”, por un valor referencial ascendente a S/. 24 000,00 Nuevos Soles. 

2.
El 19 de octubre de 2005, se llevó a cabo el acto de presentación de propuestas.     

3.
El 21 de octubre, el Comité Especial postergó la etapa de evaluación de propuestas para el día 22 de diciembre a fin de realizar la verificación adecuada de la documentación presentada por los postores. 

4. El 3 de enero de 2006, la Entidad suscribió el Contrato de Locación de Servicios N.°  137-2006/DNL/12.0 con el señor José Agustín Silva García, en adelante el Contratista, a fin de que brinde el servicio de coordinador del Área de Transporte de la Oficina de Administración.

5. El 22 de setiembre de 2006, el Contratista comunicó a la Entidad que había decidido renunciar al cargo que venía desempeñando desde el 3 de enero de 2006, por razones estrictamente personales. 

6. Mediante Oficio N.° 5583-2006/INDECI/12.0 recibido el 18 de octubre de 2006, la Entidad comunicó al Instituto Superior Tecnológico Público “Enrique López Albujar” que el señor Agustín Silva García había presentado dentro de su propuesta técnica copia del Título Profesional Técnico en Computación e Informática, el cual había sido emitido por dicha institución educativa, por lo que le solicitó que informe sobre la autenticidad de dicho documento.  

7. Mediante Oficio N.° 340-D-ISTP “ELA”-F recibido el 23 de octubre de 2006, el Instituto Superior Tecnológico Público “Enrique López Albujar” comunicó a la Entidad lo siguiente: “i) La copia del título que ha enviado el Instituto Nacional de Defensa Civil  del señor José Agustín Silva García no está registrada en el libro de Títulos de la Institución; ii) El número de la Resolución Directoral consignados en el documento del INDECI no existe en el Registro de Títulos de la Institución; ii) El año de expedición (1984) no concuerda con las autoridades firmantes de dicho título; iii) La carrera profesional de Computación e Informática fue autorizada su funcionamiento en el año 1992 y iv) El señor José Agustín Silva García no es alumno”. (Sic)

8. Mediante Informe Legal N.° 176-2006-INDECI/5.0 de fecha 5 de diciembre de 2006, la Oficina de Asesoría Legal de la Entidad concluyó que, el Contratista había presentado documentación falsa y/o inexacta durante la Adjudicación Directa Selectiva citada, como parte de su propuesta técnica, por lo que debía remitirse los antecedentes administrativos al Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado. 

9. Mediante Decreto de fecha 18 de diciembre de 2006, el Tribunal dispuso iniciar formalmente el procedimiento administrativo sancionador contra el Contratista.

10. El 5 de enero de 2007, mediante Cédula de Notificación N.° 26/2007, el Tribunal requirió al Contratista que presente sus descargos en el plazo de diez días hábiles, bajo apercibimiento de resolver el presente procedimiento con la documentación obrante en autos.

11. Mediante decreto de fecha 24 de enero de 2007, se remitió el expediente a Sala Única del Tribunal a fin de que emita su pronunciamiento respecto de la procedencia de la imposición de sanción en contra del Contratista. 
FUNDAMENTOS
1.
El numeral 1 del artículo 235 de la Ley № 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General establece que el procedimiento administrativo sancionador se inicia siempre de oficio, bien por propia iniciativa o como consecuencia de una orden superior, petición motivada de otros órganos o entidades o por denuncia. 

  

2.
En ese sentido, el Tribunal es el órgano que tiene a su cargo el conocimiento y resolución de los procedimientos de imposición de sanción de inhabilitación temporal o definitiva para contratar con el Estado, en los casos expresamente tipificados en el artículo 294 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo № 084-2004.PCM, en adelante el Reglamento, sin perjuicio de las acciones legales que corresponda adoptar a las entidades dentro de sus respectivas atribuciones. 

3.
El presente caso está referido a la imputación efectuada en contra del Contratista por haber presentado el Titulo Profesional Técnico en Computación e Informática, supuestamente falso, infracción tipificada en el numeral 9 del artículo 294 del Reglamento, norma vigente durante la ocurrencia de los hechos mencionados.

4. El numeral 9 del artículo 294 del Reglamento establece que serán sancionados aquellos contratistas que presenten documentos falsos y/o inexactos a las Entidades o al CONSUCODE.

5.
Debe tenerse en cuenta que para la configuración del supuesto de hecho de la norma que contiene la infracción imputada, se requiere previamente acreditar la falsedad del documento cuestionado, bien que éste no haya sido expedido por el órgano emisor correspondiente o bien que, siendo válidamente expedido, haya sido adulterado en su contenido.  

  6.
En primer lugar debe determinarse si efectivamente el documento presentado por el Contratista, objeto de cuestionamiento, es falso a fin de atribuirle responsabilidad administrativa. 

7.   Al respecto, la Entidad solicitó al Instituto Superior Tecnológico Público “Enrique López Albujar” que informe sobre la autenticidad del Titulo Profesional Técnico en Computación e Informática, supuestamente emitido por dicha Institución, el cual fue presentado por el Contratista dentro de su propuesta técnica.  


El 23 de octubre de 2006, el Instituto Superior Tecnológico Público “Enrique López Albujar” comunicó a la Entidad lo siguiente: “i) La copia del titulo que ha enviado el Instituto Nacional de Defensa Civil  del señor José Agustín Silva García no esta registrada en el libro de Títulos de la Institución; ii) el número de la resolución Directoral consignados en el documento del INDECI no existe en el Registro de Títulos de la Institución; ii) El año de expedición (1984) no concuerda con las autoridades firmante s de dicho titulo; iii) La carrera profesional de Computación e Informática fue autorizada su funcionamiento en el año 1992 y iv) El señor José Agustín Silva García no es alumno”. (Sic)

  8.
En este orden de ideas, de acuerdo a los documentos obrantes en el presente Expediente y tal como ha señalado la propia institución educativa mencionada, ha quedado acreditado que el Titulo Profesional Técnico en Computación e Informática no fue emitido por el Instituto Superior Tecnológico Público “Enrique López Albujar”. 

 9.
Por las consideraciones expuestas, este Colegiado considera que en el presente caso se ha configurado la infracción prevista en el numeral 9 del artículo 294 del Reglamento, el cual establece una sanción administrativa de inhabilitación al infractor, en su derecho para contratar con el Estado y participar en procesos de selección.
10.
En cuanto a la graduación de la sanción imponible, que para el hecho que nos ocupa oscila entre tres y doce meses de inhabilitación para contratar con el Estado, debe tenerse en cuenta que, entre los factores previstos en el artículo 302 del Reglamento, se establecen la naturaleza de la infracción, que consiste precisamente en la presentación del documento falso por parte del Contratista y que en su oportunidad, dicho documento, le permitió obtener la buena pro de manera irregular y, posteriormente, suscribir el contrato; la naturaleza del documento inexacto, el mismo que debía acreditar el nivel académico, requisito establecido en las especificaciones técnicas de las Bases; condiciones del infractor, quien por su habitualidad y experiencia en la participación de procesos de selección debió haber actuado de conformidad con el principio de veracidad y de buena fe; la relevancia de los hechos imputados y la conducta procesal del infractor, quien no se ha apersonado al procedimiento administrativo sancionador a presentar sus descargos correspondientes.
No obstante, debe considerarse, además, que para la graduación de la sanción se tiene en cuenta el principio de razonabilidad que aconseja que las sanciones no deben ser desproporcionadas y que deben guardar atención con la conducta a reprimir, por lo que atendiendo a la necesidad de que las empresas no deban verse privadas de su derecho de proveer al Estado más allá de lo estrictamente necesario para satisfacer los fines de la sanción, este Colegiado considera que en el caso materia de autos corresponde imponer al Contratista doce (12) meses de inhabilitación para contratar con el Estado.

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del Vocal Ponente Dr. Carlos Cabieses López y la intervención de los señores Vocales Dr. Derik Latorre Boza y Dr. Víctor Rodríguez Buitrón atendiendo a la reconformación de la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, dispuesta mediante Resolución Nº 279-2007-CONSUCODE/PRE, expedida el 21 de mayo de 2007, y en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremos N.º 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad;

LA SALA RESUELVE:
 1.   Imponer sanción administrativa al señor José Agustín Silva García con doce (12) meses de inhabilitación temporal en sus derechos de participar en procesos de selección y contratar con el Estado, sanción que entrará en vigencia a partir del cuarto día hábil de notificada la presente resolución.

2. Poner la presente Resolución en conocimiento de la Gerencia del Registro Nacional de Proveedores del CONSUCODE, para las anotaciones de Ley.

3.
Poner en conocimiento de la Presidencia de CONSUCODE la presente resolución para que adopte las medidas legales pertinentes.     
Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE

VOCAL                                                                   VOCAL
ss.
Latorre Boza.

Cabieses López.

Rodríguez Buitrón.
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